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León, Guanajuato, a 31 treinta y uno de julio de 2013 dos mil trece. . . . . . 
V I S T O S para dictar sentencia definitiva, los autos del proceso administrativo identificado con el número 132/2012-JN, promovido por el ciudadano ****; con el carácter de Apoderado Legal de ****; y,. . . . . . . . . 

C O N S I D E R A N D O :

SEGUNDO.- El presente proceso fue promovido oportunamente, toda vez que la demanda se presentó dentro de los 30 treinta días hábiles siguientes a la fecha en que el actor manifiesta, fue notificado el acto impugnado; lo que refiere fue el día 22 veintidós de febrero del año 2012 dos mil doce . . . . . . . . . . . 
TERCERO.- La existencia del acto impugnado en la presente causa administrativa, se encuentra documentada en autos con el original y la copia al carbón del instrumento que lo contiene, los cuales obran en el secreto de este 
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juzgado (visible a fojas 13 trece y 122 ciento veintidós); y, que admitidos como prueba a las partes, merecen pleno valor probatorio, conforme a lo dispuesto en los artículos 78, 117, 118 y 121 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, toda vez que, se  trata de un documento público expedido por un servidor público en el ejercicio de sus funciones, aunado a que la Directora General de Ingresos, al contestar la demanda, de manera libre, expresa y sin coacción alguna, admitió haberlo emitido. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
Por lo anterior está debidamente acreditada la existencia del acto impugnado. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
CUARTO.- Por ser un requisito procesal, se procede al estudio de la personalidad con la que el señor Víctor Alejandro Romo Cuellar, promueve y actúa en el presente proceso administrativo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  

La representación y personalidad con la que comparece el ciudadano **** es la de Apoderado General de la sociedad mercantil denominada ****”, lo que acredita, conforme a lo dispuesto en el artículo 11 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, mediante la Escritura Pública número 3,586 tres mil quinientos ochenta y seis, de fecha 20 veinte de mayo del año 1998 mil novecientos noventa y ocho, tirada ante la fe del Notario Público número 5 cinco en este Municipio, Licenciado Luis Ángel Chico González; que contiene la constitución de la señalada sociedad mercantil. Escritura en la que en su Segunda Cláusula transitoria, y Acuerdo número 1 uno, consta que se designó como Presidente del Consejo de Administración, al ciudadano ****, el cual, al igual que los restantes miembros del Consejo de Administración de manera individual, se le otorgaron facultades para pleitos y cobranzas y actos de administración, de conformidad con lo establecido en la Cláusula Vigésimo séptima de los estatutos sociales, con todas las facultades, generales y especiales que requieran poder y cláusula especial, conforme a la ley sin limitación alguna. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Acta Constitutiva (visible a fojas 6 seis a la 11 once) que, en copia certificada por el Licenciado Alfonso Duran Llamas, Notario Público número 48 cuarenta y ocho en legal ejercicio en Partido Judicial de León, Guanajuato; constituye un documento público conforme lo establece el artículo 78 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, por lo que merece pleno valor probatorio, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 121 del citado Código, aunado que al no haber sido objetado en cuanto a su autenticidad, es suficiente para acreditar la personalidad con la que el impetrante comparece en el presente proceso. . . . . 

QUINTO.- Por ser su examen preferente y de orden público, se analiza en principio si, en la especie, se actualiza alguna de las causales de improcedencia o sobreseimiento previstas en los artículos 261 y 262 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa  para el Estado y los Municipios de  Guanajuato, ya que de actualizarse alguna, podría imposibilitar el pronunciamiento por parte de este órgano jurisdiccional sobre el fondo de la controversia planteada. . . . . . . . . . . . . . 
En la especie, en el presente proceso administrativo, las autoridades demandadas no hicieron valer causal alguna de improcedencia o sobreseimiento; sin embargo, de oficio, este Juzgador, advierte que respecto del Director de la Dirección de Ejecución, se actualiza la causal de improcedencia prevista en la fracción VI del artículo 261 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, conforme a lo siguiente: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
Se actualiza la causal en comento, toda vez que de las constancias que integran el presente expediente, deriva claramente la circunstancia de que el acto impugnado es inexistente respecto del Director de Ejecución, pues no se aprecia su intervención, de manera alguna, en la emisión del requerimiento de pago del impuesto predial *98 PR-2012-00309989 (asterisco nueve-ocho letras PR guion dos-cero-uno-dos guion cero-cero-tres-cero-nueve-nueve-ocho-nueve) datado el 2 dos de febrero del año próximo pasado, pues el mismo sólo fue emitido por la Directora General de Ingresos; de ahí que en el asunto que nos ocupa no exista declaración unilateral de voluntad de parte del ya mencionado Director de Ejecución que pudiera conllevar a considerarla como un acto administrativo impugnable en esta vía; por lo que, se reitera, que el acto controvertido no existe en cuanto a dicho Director. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
Así las cosas, al actualizarse la causal de improcedencia establecida en la fracción VI del artículo 261 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, con sustento en lo establecido en la fracción II del artículo 262 del mismo Código, procede sobreseer el presente proceso administrativo respecto del Director de Ejecución. . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
Para finalizar, de oficio, este Juzgador justiprecia que no se actualiza alguna causal de improcedencia o sobreseimiento que impida el estudio de fondo de la presente causa administrativa, respecto del combatido requerimiento de pago del impuesto predial, por lo que en consecuencia es procedente el presente proceso respecto de ese acto administrativo. . . . . . . . . . . 

SEXTO.- Previamente al análisis del planteamiento de fondo formulado por el impetrante del proceso, este Juzgador, en cumplimiento a lo establecido en la fracción I del artículo 299 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, procede a fijar clara y precisamente los puntos controvertidos en el presente proceso administrativo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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Tanto del escrito de demanda, como de las constancias que integran el presente expediente, se desprende que con fecha 2 dos de febrero del 2012 dos mil doce, la Directora General de Ingresos emitió el requerimiento de pago del impuesto predial *98 PR-2011-00309989 (asterisco nueve-ocho letras PR guion dos-cero-uno-dos guion cero-cero-tres-cero-nueve-nueve-ocho-nueve), respecto de la cuenta predial número 01-A-A98360-001, relativa al inmueble ubicado en calle Industrial San Jorge número 4-13 cuatro guión trece, de la colonia Industrial Pamplona de esta ciudad, por la cantidad de $28,543.89 (Veintiocho mil quinientos cuarenta y tres pesos 89/100 moneda nacional), registrada a nombre de la persona moral denominada ****. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Siendo que para el actor, dicho requerimiento no se encuentra debidamente firmado, porque la firma que se contiene de la Directora General de Ingresos no es original (autógrafa); y, que el inmueble del que se requirió de pago, se encuentra actualmente en litigio, sin que el proceso judicial haya sido resuelto, por lo que no puede requerírsele de pago; constituyendo tales aspectos los puntos controvertidos en el presente proceso administrativo. . . . . . 

A lo pronunciado por el enjuiciante, la autoridad demandada sostuvo la legalidad del requerimiento de pago emitido; que sí lo emitió con su firma en original; que el hecho de que el inmueble se encuentre en litigio no lo exime del pago del impuesto predial respectivo; y, que los conceptos de impugnación externados son falsos e inoperantes . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Así las cosas, la litis planteada se hace consistir en determinar la legalidad o ilegalidad del requerimiento de pago del impuesto predial, número *98 PR-2012-00309989 (asterisco nueve-ocho letras PR guion dos-cero-uno-dos guion cero-cero-tres-cero-nueve-nueve-ocho-nueve) de fecha 2 dos de febrero del 2012 dos mil doce. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
SEPTIMO.- No existiendo impedimento legal y aplicando el principio de mayor consecuencia anulatoria de los actos impugnados y que pudieran traer mayor beneficio a la parte actora; en concordancia con los principios de congruencia y exhaustividad que deben regir en toda sentencia, se procede al estudio de fondo del presente negocio, en los términos siguientes:. . . . . . . . . . . . 
Este juzgador,  no analizara los conceptos de impugnación expresados por el actor, toda vez que ante la obligación que impone el tercer párrafo del artículo 1 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en el sentido de promover, respetar, proteger y garantizar los derechos humanos, del análisis que se hace del acto impugnado, se aprecia que en la emisión del mismo, existe una franca violación al derecho humano del debido proceso legal, el cual, según la Corte Interamericana de Derechos Humanos, se refiere al “conjunto de requisitos que deben observarse en las instancias procesales a efectos de que las personas estén en condiciones de defender adecuadamente sus derechos ante cualquier acto del Estado que pueda afectarlos”. . . . . . . . . . . 

Lo anterior es así, toda vez que el requerimiento de pago del impuesto predial, se emitió el 2 dos de febrero de 2012 dos mil doce, en un formato pre-impreso con espacios en blanco respecto del personal facultado para llevar a cabo el requerimiento; apreciándose dos tipos de letra notoriamente distintas, resaltando la circunstancia de que en el espacio destinado justamente al nombre del ministro ejecutor facultado para llevar a cabo la diligencia de requerimiento de pago, se llenó con un tipo de letra notoriamente diferente al resto del mandamiento, esto es, con letra manuscrita se insertó: “Gustavo López Padilla”, lo que contrasta notablemente con las letras de impresión del resto de formato del requerimiento controvertido; lo que lleva a concluir que no fue la voluntad de la Directora General de Ingresos el autorizar u ordenar que tal diligencia fuese practicada por la persona que se anotó de manera manuscrita; sino que se emitió en forma genérica y posteriormente se le puso el nombre del ciudadano Gustavo López Padilla; vulnerándose con ello el contenido del artículo 96 de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato, mismo que establece: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
“ARTÍCULO 96.- El ejecutor designado por la Tesorería Municipal se constituirá en el domicilio del deudor y practicará la diligencia de requerimiento de pago y embargo de bienes….” . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 


De lo que se desprende que exclusivamente corresponde al emisor del requerimiento (autoridad ordenadora), en el caso particular, a la Tesorería Municipal y las dependencias adscritas facultadas en el Reglamento Interior de la Administración Pública Municipal de León, Guanajuato, como lo es la Dirección General de Ingresos, el designar al ejecutor; lo que no queda de ninguna manera aclarado en el requerimiento que se analiza; pues resultaría lógico presumir que si la autoridad competente dicta un requerimiento de pago, todos sus elementos, tanto genéricos como los específicos deberían estar señalados con el mismo tipo de letra, porque todo provendría de la voluntad decisoria de esa autoridad para requerir el pago del impuesto predial y señalar al personal facultado para realizarlo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Luego entonces, en el caso concreto, si como se advierte en el requerimiento de pago revisado, en el que se aprecia que el espacio relativo al Ministro Ejecutor facultado aparece con un tipo de letra distinto; resulta que no se encuentra debidamente expresada esa voluntad decisoria del titular de la dependencia; viciando de ilegalidad tal requerimiento; pues resulta evidente que ese espacio inicialmente dejado en blanco, fue llenado de manera manuscrita con el nombre de “Gustavo López Padilla”; por lo que la circunstancia de que en el requerimiento de pago impugnado se hayan utilizado tipos de letra notoriamente distintos, uno que corresponde a sus elementos genéricos y que se encuentra impreso por computadora, y otro al dato específico ya destacado, que se redactó con el puño y letra de alguna persona (que se presume sea el propio ejecutor, pues se valora que es una letra idéntica a la que se contiene en 
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el Acta de Notificación de Requerimiento de Pago); revela que no cumple con lo dispuesto en el ya señalado precepto; porque al tratarse de una garantía para el gobernado, que todo acto de autoridad se emita por el titular de la dependencia, debe exigirse su pleno acatamiento, así como la demostración por parte de la autoridad, de que efectivamente emitió el requerimiento de pago del impuesto predial en los términos de la ley antes citada, sin que se haya demostrado fehacientemente dicha circunstancia . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Al caso, resulta aplicable la Jurisprudencia emitida la Suprema Corte de Justicia de la Nación, que a la letra señala: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
“REQUERIMIENTO DE PAGO Y EMBARGO EN MATERIA FISCAL. CONTRAVIENE LAS GARANTÍAS DE LEGALIDAD Y SEGURIDAD JURÍDICA, CUANDO SE TRATE DE UN MACHOTE IMPRESO CON ESPACIOS EN BLANCO PARA RELLENAR CON LETRA MANUSCRITA, O CUANDO SE ADVIERTA DE MANERA NOTORIA QUE LA IMPRESIÓN DEL NOMBRE DEL PERSONAL ACTUANTE ES POSTERIOR A LA ELABORACIÓN DEL DOCUMENTO. Los artículos 151 y 152 del Código Fiscal de la Federación establecen que las autoridades fiscales se encuentran facultadas para hacer efectivos los créditos a favor del fisco, a través del procedimiento administrativo de ejecución, el cual debe satisfacer, además de los requisitos mencionados en dichos artículos, las exigencias contenidas en los artículos 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y 38 del referido código. En ese sentido, la existencia de un mandamiento de requerimiento de pago y embargo con dos tipos de letra notoriamente distintos, referidos unos a los elementos genéricos y otros a la designación del ejecutor para llevar a cabo la diligencia respectiva, por sí sola no acredita que haya sido formulado en parte por la autoridad competente para emitir la orden (los elementos genéricos), y en otra por la autoridad actuante (los relativos a su designación), ni tampoco evidencia fehacientemente que se hayan cumplido tales requisitos constitucionales y legales, pues tratándose de una garantía individual debe exigirse su exacto acatamiento. En consecuencia, cuando se trate de un machote impreso con espacios en blanco para rellenar con letra manuscrita, o cuando se advierta de manera notoria que la impresión del nombre del personal actuante es posterior a la elaboración del documento, lleva a concluir que dicha designación no fue realizada por la autoridad exactora, la única competente para realizar dicho nombramiento, atento a lo dispuesto en el indicado artículo 152”. SEGUNDA SALA. Época: Novena Época; Registro: 181458. Instancia: SEGUNDA SALA. Tipo Tesis: Jurisprudencia. Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Localización:  Tomo XIX, Mayo de 2004. Materia(s): Constitucional, Administrativa. Tesis: 2a./J. 48/2004. Pag. 592. [J]; 9a. Época; 2a. Sala; S.J.F. y su Gaceta; Tomo XIX, Mayo de 2004; Pág. 592. Contradicción de tesis 10/2004-SS. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados Segundo y Tercero, ambos en Materia Administrativa del Sexto Circuito. 16 de abril de 2004. Unanimidad de cuatro votos. Ausente: Genaro David Góngora Pimentel. Ponente: Guillermo I. Ortiz Mayagoitia. Secretaria: María Dolores Omaña Ramírez. . . . . . . . . . . . . . . . . . .
Por lo anterior, con sustento en lo dispuesto en los artículos 300, fracción II, y 302, fracciones II y IV, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, procede decretar la nulidad total del requerimiento de pago del impuesto predial *98 PR-2012-00309989 (asterisco  nueve-ocho letras PR guion dos-cero-uno-dos guion cero-cero-tres-cero-nueve-nueve-nueve-ocho-nueve) de fecha 2 dos de febrero de 2012 dos mil doce; por un monto total de $28,543.89 (Veintiocho mil quinientos cuarenta y tres pesos 89/100 Moneda Nacional); y por ende, al ser consecuencia de dicho requerimiento, aun cuando no se haya  impugnado, también la nulidad total del acta de notificación de requerimiento de pago, levantada el 22 veintidós del mismo mes y año. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
Por lo anteriormente expuesto, con fundamento en lo establecido en los artículos 249, 261, fracción VI; 262, fracción II; 287, 298, 299, 300, fracción II y 302, fracciones II y IV del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, es de resolverse y se:. . . . . . . . . . . . . . . 

R E S U E L V E :

PRIMERO.- Este Juzgado Segundo Administrativo Municipal resultó competente para conocer y resolver del presente proceso administrativo. . . . . . . 

SEGUNDO.- Se sobresee el presente proceso en cuanto al Director de Ejecución; en base a las consideraciones lógicas y jurídicas expresadas en el Considerando Quinto de la presente resolución. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
TERCERO.- Resultó procedente el proceso administrativo interpuesto por  el justiciable en contra del acto impugnado al Director General de Ingresos. . . . . 
CUARTO.- Se decreta la nulidad total del requerimiento de pago del impuesto predial *98 PR-2012-00309989 (asterisco  nueve-ocho letras PR guion dos-cero-uno-dos guion cero-cero-tres-cero-nueve-nueve-ocho-nueve), emitido, en relación a la cuenta predial número 01-A-A98360-001, por la cantidad de $28,543.89 (Veintiocho mil quinientos cuarenta y tres pesos 89/100 Moneda Nacional) el día 2 dos de febrero del 2012 dos mil doce; y, por ende, también la nulidad total del acta de notificación, levantada el 22 veintidós de febrero del 2012 dos mil doce, al tener su sustento y ser consecuencia de dicho requerimiento; lo anterior de acuerdo a las consideraciones lógicas y jurídicas externadas en el Considerando Séptimo de esta misma sentencia. . . . . . . . . . . . . . 
Notifíquese a la parte actora personalmente y a las autoridades demandadas por oficio. . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 


En su oportunidad, archívese este expediente, como asunto totalmente concluido y dese de baja en el Libro de Registros que se lleva para tal efecto. . . .
Así lo resolvió y firma el Licenciado Ernesto Alejandro Mora Álvarez, Juez Segundo Administrativo Municipal de León, Guanajuato, quien actúa asistido en forma legal con Secretaria de Estudio y Cuenta, Licenciada María del Rocío Villanueva Sánchez, quien da fe. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
